
 
 
 
 

 

 
San Cristóbal de Las Casas, Chiapas, México 

19 de agosto de 2024 
 

Boletín No. 20 
 

La ONU llama al Estado mexicano a garantizar la protección de las personas 
defensoras de los derechos humanos en Chiapas 

 

 El Estado mexicano tiene obligaciones internacionales en materia de derechos 
humanos; es urgente que se tomen medidas proactivas y contundentes de 
protección.  

 
Tres relatores especiales de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) expresaron su 
preocupación por la situación de riesgo de varias personas defensoras del territorio y de los 
derechos humanos en Chiapas. Mary Lawlor, Relatora Especial sobre la situación de los 
defensores de los derechos humanos; Morris Tidball-Binz, Relator Especial sobre 
ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias; y José Francisco Cali Tzay, Relator 
Especial sobre los derechos de los pueblos indígenas, solicitaron al Estado que aclare las 
medidas que está tomando para proteger a quienes sufren ataques por su labor en pro de 
los derechos humanos. 
 
La y los expertos independientes de la ONU sumaron sus voces tras sostener una reunión 
con varias personas defensoras del estado de Chiapas. En su comunicación, destacan los 
ataques que enfrentan el Padre Marcelo Pérez Pérez, Pascuala López López, la 
Organización Sociedad Civil Las Abejas de Acteal (Las Abejas), el Centro de Derechos 
Humanos Fray Bartolomé de Las Casas (Frayba), así como pobladores de Chicomuselo 
movilizados contra la explotación minera en su territorio. 
 
Estas personas y organizaciones están expuestas a la criminalización, a difamaciones, 
hostigamiento judicial, vigilancia, amenazas de muerte, ataques físicos, entre otras 
violencias. Algunas acompañan víctimas de desplazamiento forzado, otras son 
constructoras de paz o buscan justicia para sus seres queridos. Todas están en riesgo por 
defender sus derechos, su tierra y territorio. 
 
A raíz de ello, la ONU pide al gobierno esclarecer lo que está haciendo para revertir esta 
tendencia. En efecto, México como cualquier Estado tiene el deber no solo de abstenerse 
de violar los derechos de las personas defensoras, sino también protegerlos ante los 
riesgos que enfrentan. En un contexto donde defender los derechos humanos puede ser 
mortal – 30 personas defensoras fueron asesinadas en México en 20231 – la y los relatores 
también subrayan la necesidad de investigar a fondo el asesinato de Simón Pedro Pérez 

                                                        
1https://www.eleconomista.com.mx/politica/Mexico-segundo-pais-con-mas-crimenes-vs-defensores-

20240523-0009.html 
 



 
 
 
 

 

López, integrante de Las Abejas asesinado el 5 de julio 2021; así como la propia Masacre 
de Acteal, cometida el 22 de diciembre de 1997 en Chenalhó. 
 
Finalmente, la y los relatores resaltan la necesidad de no dejar en la impunidad las 
agresiones a personas defensoras, así como tomar las medidas para que no se repitan. 
 
Desde el Frayba, apoyamos firmemente este llamamiento y recordamos al Estado 
mexicano sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos. Es imperativo 
que se tomen medidas proactivas y contundentes para proteger a las personas defensoras 
de derechos humanos. Las organizaciones y las y los defensores son aliados esenciales y 
actores clave en la garantía y protección de los derechos de todas y todos. 
 


